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PRESENTACIÓN


			El estudio de las organizaciones en América Latina y el Caribe (ALC), demuestran su importancia para el desarrollo y el crecimiento de los países en esta región en materia económica, social, ambiental, cultural y política; contextos fundamentados en una racionalidad epistemológica o metodologías que orienta a observar los problemas objeto de estudios en las organizaciones desde diferentes ángulos del conocimiento, a través de varias corrientes filosóficas, entre estas, interdisciplinariedad y la transdisciplinariedad.


			Este libro aborda diversos temas relacionados con la región de ALC, que incluye trabajos de destacados investigadores que trabajan en espacios académicos, empresariales, financieros, sociales, ambientales; analizando problemas desde la dimensión: social, económica y ambiental, entre otros; que profundiza en temas como la innovación, competitividad, responsabilidad social y nuevos modelos de negocios. En dichos temas se puede observar, en la parte social, cómo ha sido el comportamiento y las relaciones de las organizaciones; en lo económico cómo ha sido la conducta desde la empresa y además, qué tipo de relación ha tenido los países de ALC ante la postura académica y de investigación en la vinculación del Estado y el sector productivo.


			Los estudios organizacionales que forman parte de esta obra se ubican entre las corrientes de la interdisciplinariedad y transdisciplinariedad; siendo en su mayoría estudios que defienden la postura de la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible con igualdad y, la tesis contextualizada en la transformación del mundo de la CEPAL (2018); la misma solicita a las organizaciones empresariales que generen nuevos modelos de negocios partiendo de cambios en sus estructuras, funcionamiento para generar un estado de bienestar social sostenible para las generaciones presentes y futuras.


			Este contexto analiza la tendencia sobre que el mundo no es sostenible; es desigual donde la población tiene que luchar en contra de la pobreza extrema, en la búsqueda de servicios básicos presentes y de buena calidad; existe un sin fin número de problemas que afrontan las comunidades sin poder resolver con un sistema de gestión público poco eficaz e ineficiente y un sector productivo poco solidario con la sociedad, traduciéndose en el trama de las ciudades insostenibles y problemas que cada día se vuelven más complejos para ser gestionados desde una práctica social.


			Hoy es vital crear un espacio en América Latina y el Caribe donde las organizaciones sociales le generen un valor a la sociedad y al ambiente; junto con el Estado y la ciencia que realizan las universidades latinoamericanas y puedan luchar en la construcción de un mundo mejor para vivir y dinamice una estrategia común entre estos tres sectores para promover cambios, a través de un aprendizaje colectivo enmarcado en los valores de la sostenibilidad e impulsar nuevas líneas de investigación.


			La Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) del PNUD, es una invitación actual y oportuna para América Latina y el Caribe a transformar la realidad social en esta región mediante cambios sociales a realizar en los aspectos de: pobreza, seguridad alimentaria, servicios básicos, educación, cambio climático, crecimiento económico inclusivo y sostenible, empleo productivo y trabajo digno, entre otros; esta agenda promueve el desarrollo sostenible a fin de generar nuevos modelos de negocios dispuestos a generar una escalada de bienestar social en las comunidades y dejar colgado el viejo contrato social por uno más humano y menos desigual.


			Al mismo tiempo que la región apueste al desarrollo de una economía más social sin olvidarse de factores como la competitividad e innovación, elementos esenciales que contribuyen a mejorar el crecimiento económico de las organizaciones y del bienestar social de las poblaciones; para esto, es importante establecer buenas prácticas administrativas y gerenciales en la cadena de valor generando bienes y servicios de calidad, mediante sistemas de gestión y creación de valor dentro de cada tipo de empresas a fin, que se posicionen en un lugar privilegiado dentro del sector empresarial a nivel regional e internacional.


			En este sentido se hace necesario gestionar la cadena de valor de manera sostenible para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), que plantea la Agenda 2030 y así lograr implementar los 17 objetivos que ésta contempla. Es importante recalcar que toda la gestión de cualquier índole que sucede dentro de este CMI, conduce a integrar todos los aspectos de la empresa y los factores de éxitos de este comando están asociados a las perspectivas de gestión presentadas y a las plataformas de apoyo que se implementen, por lo tanto, construir un mapa estratégico de gestión sostenible para la gestión empresarial sería un factor de éxito para la región.


			Puede que el establecimiento de estrategias en la industria permitan tramitar tecnologías tradicionales a tecnologías limpias, considerando en este ámbito tecnológico, la mayoría de las industrias poseen tecnologías, que van en contra de la calidad del ambiente y amenaza la vida en el planeta; es impostergable que las industrias implanten procedimientos para reciclar los desechos de cualquier tipo, bien sea, solidos o líquidos; va implícito el proceso de innovación en general, con el propósito de establecer buenas prácticas empresariales con posibilidades de intercambiar estas experiencias con otras unidades de negocios, a través de un proceso de aprendizaje, adaptación e innovación, que resalta en un cambio tecnológico y desempeño de un papel importante en el desarrollo de la sostenibilidad en la industria.


			El deterioro del ambiente cada día se hace más evidente por el asunto del desarrollo; en la medida que las industrias avancen en sus tecnologías para producir un mayor número de productos en menor tiempo, esto se traduce en bienestar, consumo, buen vivir y confort; el efecto de este bienestar es sobre la magnitud del impacto ambiental, pobreza y desigualdad en las comunidades. 	Esta evidencia lleva consigo un compromiso socio-ambiental; donde la gestión pública en materia ambiental debe metabolizar este proceso regulatorio para devolverle la salud ambiental a las comunidades asentadas en el mundo en condiciones naturales y estas puedan disfrutar de los espacios naturales al preservarse la naturaleza.


			Se espera que está obra sea de interés para todos los lectores y una contribución científica, al mismo tiempo, se estima que sirva para resolver u orientar los problemas más básicos para las ciencias sociales que inciden en nuestras comunidades y sectores productivos en la región.


			Dr. Lisandro José, Alvarado Peña


			Director Ejecutivo de la RED REOALCEI
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INTRODUÇÃO


			Esta coleção, que ora apresentamos com o título Colección de Estudios Multidisciplinarios en América Latina y el Caribe, conta com artigos de pesquisadores de vários países da América Latina, do Caribe e da Ibero-América. Brasil, Colômbia, Chile, Espanha, México, Venezuela estão representados nas excelências das abordagens, aqui divididas em temas atuais e relevantes para o conhecimento e as áreas das Ciências Sociais Aplicadas e das Ciências Humanas.


			A primeira edição deste trabalho teve início em 2019 com a publicação do livro Estudios en organizaciones públicas, privadas y sociales en América Latina y el Caribe, com pesquisadores responsáveis a pensar a América Latina e o Caribe integrados à realidade global, ao desenvolvimento socioeconômico, cultural e humano. Para isso, os espaços constituídos pela Red Académica Internacional “Estudios Organizacionales en América Latina y el Caribe” (REOALCeI) assume sua importância nos congressos, simpósios, jornadas, fóruns e encontros de natureza científica nacional e internacional, a fim de permitir também a apresentação de trabalhos investigativos das mais diversas redes acadêmicas e das instâncias organizacionais que produzem o conhecimento nas instituições de educação superior e outros organismos de investigação da região.


			Em relação à obra atual, trazemos a compilação dos trabalhos científicos apresentados ao longo do III Encuentro Internacional de Investigadores y Estudiantes de la Red REOALCeI, realizado no período de 1 a 7 de dezembro de 2019, na Instituição Universitária Colegio Mayor del Cauca (Unimayor), em Popayán, Colômbia.


			Nesse encontro científico, a Red REOALCeI, no âmbito internacional latino-americano, contou com mais de 17 instituições de ensino superior e de pesquisas. As discussões temáticas tiveram como foco: competitividade e estratégias nas organizações latino-americanas; sustentabilidade organizacional e estudos de desenvolvimento; Estado, democracia, governo, instituições e políticas públicas; educação, instituições e sociedade; gestão organizacional e estudos fiscais, financeiros e contábeis — isso considerando a relação intrínseca com os temas da Agenda Mundial 2030.


			As instituições de ensino superior representaram pesquisadores de 11 países: Argentina, Brasil, Chile, Colômbia, Costa Rica, Equador, Espanha, México, Peru, Venezuela e Uruguai. A atividade científica e acadêmica ocorreu graças ao convênio entre Unimayor e REOALCeI, integrando contribuições de diferentes campos sociais e setoriais, diferentes disciplinas e áreas do conhecimento, de caráter internacional, de grande interesse e projeção prática para os agentes sociais interessados na temática do desenvolvimento sustentável e os problemas que atualmente caracterizam a América Latina. Para além das apresentações científicas e pôsteres, o evento contou com visitas guiadas a importantes organizações onde se pode obter o contato com as experiências de sucesso, incluindo visitas ao Centro de Estudos Urbanos (CEU) da Unimayor.


			Destacamos que os artigos aqui organizados são exemplos que conferiram à missão da Red REOALCeI a integração e interação dos investigadores associados da REOALCeI com outros instados a cooperar com ações concretas a favor dos direitos humanos, desenvolvimento socioeconômico, cultural, e pelo respeito dos nossos povos latino-americano e caribenho.


			Os resultados das alianças institucionais estabelecidas durante o encontro tiveram respaldo e envolvimento de várias instituições; e, para mais esta edição e publicação, conta-se com o apoio financeiro, por meio de bolsa de pesquisa, do Programa de Pós-Graduação Mestrado Profissional Interdisciplinar em Direitos Humanos e Desenvolvimento da Justiça (DHJUS) da Universidade Federal de Rondônia (Unir), em parceira com o Tribunal de Justiça do Estado de Rondônia (TJRO) e a Escola da Magistratura do Estado de Rondônia (Emeron). Assim, esta obra é uma realidade, produto de projetos e gestões realizadas por meio de parcerias importantes, sem as quais, destacamos, não se concretizariam. Nesse sentido, é importante destacar que os esforços de professores, estudantes, coordenadores, diretores, membros associados da Red REOALCeI e dos organizadores desta obra se voltam para permitir o acesso às publicações e divulgações dos produtos investigativos, precisamente, das mencionadas parcerias.


			Destacamos ainda que esta publicação, que passou a ser denominada de coleção, conformada em 19 artigos, está dividida em duas partes. A primeira parte traz as investigações que tratam sobre o “Desarrollo ambiental, socioeconómico y humano: una perspectiva desde América Latina y el Caribe”. A segunda parte são trabalhos acerca do “Desarrollo tecnológico y de innovación en América Latina y el Caribe”. Por isso, os artigos que contribuem a esta coleção convertem-se em um meio de publicação 
científica para consulta, mas evidenciam a importância do trabalho coletivo e colaborativo, marco significativo e marca da Red REOALCeI.


			Para iluminar a leitura, na primeira parte, temos o artigo “Para entender a política de ação afirmativa, vamos falar da lei de cotas: inclusão e desenvolvimento”. Nessa pesquisa, as autoras dedicam-se ao processo histórico do Brasil no que se refere à formação social, à garantia de direitos e do desenvolvimento humano, porém marcado por várias desigualdades geradas pela distribuição dessemelhante das riquezas. Daí esse artigo compor, no escopo dos estudos, dois grupos: negros e indígenas, que passaram a ser atendidos por meio de políticas públicas do governo federal, mais especificamente as direcionadas ao acesso à educação, por meio das ações afirmativas instituídas em reserva de vagas, as conhecidas cotas, materializada na Lei n.º 12.711, de 29 de agosto de 2012. Para as autoras deste capítulo, as populações indígenas e negras passaram a ser incluídas de forma legal e mais ampla no debate nacional:


			[...] a partir da Constituição de 1988, quando, então, políticas públicas específicas direcionadas a esses grupos passaram a ser elaboradas de modo mais incisivo, quando estes também tiveram acesso, mesmo que tímido, na Constituinte, principalmente. Mas conferimos que o avanço ainda é recente, como o caso da implantação da Lei n.º 12.711 – Lei de Cotas –, aprovada somente em 2012, ou seja, após 24 anos da promulgação da CF/88. (p. 53-54).


			No contexto em que a educação e os estudantes, no Brasil, sofrem com a pandemia do covid-19, o texto é relevante para a compreensão das desigualdades sociais, que sempre recaíram sobre os mais pobres, os pretos, os indígenas, as mulheres.


			Seguindo a ordem, vale conferir o texto “El papel del desarrollo sustentable y humano a través de la cultura”. As autoras argumentam nesse trabalho sobre o desenvolvimento sustentável, o desenvolvimento humano e a cultura. Todavia, consideram a cultura como fator importante para o desenvolvimento humano, visto que cumpre um processo pelo qual uma sociedade se aprimora, auxiliada por elementos tangíveis e intangíveis que permitem a integração social dos cidadãos. Todos os povos têm direito a uma identidade cultural, que é também a base do seu próprio desenvolvimento. Nesse sentido, apontam que a cultura deve ser considerada como o conjunto de características intelectuais e afetivas que caracterizam uma sociedade ou grupo social e que, além de incluir as artes e as letras, inclui modos de vida e modos de viver.


			Com aporte teórico e com relação prática, os autores do artigo “Valoración que otorgan los estudiantes, docentes y directivos de educación superior al proceso de evaluación de la docencia y el aprendizaje. Caso: facultad de Ingeniería” contribuem com um estudo empírico qualitativo-quantitativo da avaliação e percepção de professores, gestores e alunos sobre o processo de avaliação do Ensino e Aprendizagem (EEA) em uma instituição de ensino superior, no Chile. Para isso, foi realizado um levantamento de como funcionava o sistema de avaliação na Faculdade de Engenharia, o tipo de instrumento de medida, o modelo teórico de suporte (STUFFLEBEAM, 2003), sua confiabilidade e validade, e aplicação do levantamento semestral do início de 2014 até hoje, sem alterar seu formato.


			Sobre “Energía fotovoltaica para el desarrollo sostenible (caso Planta Fepco, Zona Franca de Cartagena)”, os autores apontam que, segundo os dados do Relatório de Fornecimento e Geração de Energia (2019), o setor elétrico na Colômbia é predominantemente dominado pela geração hidráulica, com 73,47% da produção, e por combustíveis fósseis, com 25,14%, gerando em ambos os casos impactos negativos ao meio ambiente, sendo esse último muito mais poluente, pois aproveita o calor da combustão de óleo, gás ou carvão (gás, 10,96%; carvão, 14,10%; e combustíveis líquidos, 0,08%). Nesse sentido, argumentam que o meio ambiente em que vivemos exige a preservação do equilíbrio ecológico, e, para isso, devem ser buscadas fontes alternativas de energia que sejam econômicas, abundantes e limpas. A produção de energia por fontes renováveis tem adquirido extraordinária importância mundial devido ao fenômeno das mudanças climáticas produzido pelo uso de combustíveis fósseis (carvão, gás natural e derivados de petróleo).


			No artigo “Os impactos socioeconômicos no desenvolvimento de Porto Velho decorrentes de acidentes no trânsito”, o autor voltou-se às análises dos possíveis impactos socioeconômicos e culturais que tratam sobre o fenômeno do trânsito na capital de Porto Velho, capital do estado de Rondônia (estado que faz parte da Amazônia Ocidental brasileira), cujos acidentes nas vias públicas, segundo o pesquisador, modificam os modos de ser e de viver na cidade, mas também atingem, consideravelmente, o desenvolvimento econômico do lugar. Trata sobre embriaguez ao volante tendo como base a conhecida “Lei Seca”, que passou a se configurar com nova redação da Lei 11.705/2008 do Código de Trânsito Brasileiro (CTB).


			No artigo “A Calha do Madeira e as usinas hidrelétricas de Santo Antônio e Jirau: percepções sobre os danos socioambientais e os direitos humanos”, o autor pretendeu basear seus estudos sobre a Calha do Rio Madeira e suas transformações antrópicas, por meio históricas ocupações e das questões ambientais no estado de Rondônia, na Amazônia Ocidental. Trabalhou tanto com o conhecimento tradicional, inescapável ao historiador, quanto acrescentou a esse conhecimento a diversidade, a interdisciplinaridade e a multiculturalidade. Vinculou-se a um conhecimento interdisciplinar para compreender a formação da Calha do Madeira, entendendo as questões ambientais e seus imbricamentos com as questões antrópicas. No cerne da proposta, situou as obras do Plano de Aceleração do Crescimento (PAC) para a região Norte do Brasil, as quais, segundo o investigador, têm provocado severos impactos sobre toda a região da Calha do Madeira, alterando a paisagem, o meio ambiente, a ocupação humana, os sistemas produtivos e desconfigurando a região como Amazônia. As pesquisas concentraram-se no estado de Rondônia, onde nasce o Rio Madeira, da confluência entre o Beni e o Mamoré, e lugares em que estão localizadas três importantes iniciativas do PAC, a ponte sobre o Rio Madeira, que permitiu a interligação entre as rodovias BR 364 e BR 319 e que promete transformar o Sudoeste do Amazonas numa nova Rondônia, promovendo amplo desmatamento, pecuária e cultivo, sobretudo da soja, além do desmantelamento das áreas indígenas, consolidadas ou não, caso se concretizem os planos de repavimentação da rodovia. Tal projeto, associado às Usinas Hidrelétricas (UHEs) de Rio Madeira, Jirau e Santo Antônio, que compõem uma parte do projeto hidrelétrico para a Amazônia, manteria a região na condição de produtora e exportadora de matérias-primas, integrando os complexos da produção hidrelétrica nacional e ao sistema de transporte hidroviário, fatos que alterariam profundamente os ecossistemas fluviais e florestais da região, nos dizeres do autor.


			As autoras da pesquisa “La hospitalización oncológica pediátrica desde una perspectiva pedagógica” têm como marco a investigação sobre o “papel do educador infantil em ambientes hospitalares” realizada na área de internação oncológica pediátrica da Clínica Foscal em Bucaramanga, Colômbia. Segundo as pesquisadoras, observou-se que, devido ao processo saúde-doença, as crianças apresentam dificuldades para iniciar ou dar continuidade ao processo educacional; por conta disso, o estado emocional é variável em razão do enfrentamento da doença e da adaptação ao ambiente hospitalar; e, da mesma forma, as relações familiares sofrem impacto significativo em sua dinâmica emocional, afetiva e econômica. Assim, com visão sensível e pedagógico, o texto tem como objetivo discutir a promoção do desenvolvimento social, emocional e educacional das crianças, no que se refere à adaptação ao ambiente hospitalar, continuidade do processo acadêmico, gestão das emoções e dos vínculos afetivos, de modo a diminuir possíveis consequências negativas da hospitalização. Para alcançar os resultados, foi elaborada a estratégia pedagógica “Encontros com o Amor”, que se baseia na pedagogia do encontro, na pedagogia hospitalar e na pedagogia do cuidado.


			Por meio do trabalho “SW online como herramienta para la materia de investigación de operaciones Cucea”, vimos como funciona o Centro Universitário de Ciências Econômicas Administrativas (Cucea) do Departamento de Métodos Quantitativos (DMC). Por meio de suas diversas academias, o Cucea aprovou e ditou os programas de estudos das disciplinas sob sua responsabilidade, como: Econometria, Estatística I, II e III, Pesquisa Operacional I e II, Matemática I, II, III e IV, Modelos de Otimização, Programação Matemática, Técnicas de Amostragem e Teoria dos Jogos. Para entender como os programas e as disciplinas funcionam, os autores fornecem uma ferramenta didática adicional para a resolução de problemas, para que, com isso, os alunos possam resolver suas tarefas ou seus exercícios e, ao mesmo tempo, se autoavaliarem, de modo que a universidade possa formar graduados capazes de compreender os modelos de pesquisa e de tomada de decisão e colocá-los em prática na sua vida profissional. Embora a solução proposta seja considerada uma necessidade em diferentes instituições de ensino superior, sua implementação inicial deu-se no Centro Universitário de Ciências Econômico-Administrativas da Universidade de Guadalajara — todavia a proposta é levar esse projeto a diferentes instituições acadêmicas do México.


			Continuando a primeira parte da coleção, temos o texto “Condición económica y laboral de los adultos mayores: caso Zacatecas, México”. Assunto de extrema importância para o contexto latino-americano, os autores iniciam o trabalho destacando as condições da população adulta com mais de 60 anos, no México. Dizem que essa população começa ou já se encontra em situação difícil, passando a se preocupar com o valor de sua renda, que lhes possa permitir enfrentar a situação de vulnerabilidade social, econômica e de saúde. Embora tenhamos casos de enfrentamento em situações diferenciadas, os resultados indicam que é visível um denominador comum, isto é, não é mais possível executar o trabalho da mesma maneira que quando eram jovens e, portanto, ganhar uma renda adequada para a sobrevivência saudável. Isso representa, de acordo com os estudos, uma questão interessante relacionada à implementação de políticas públicas que os governos devem prever por meio de estratégias que permitam a esses idosos viver da melhor maneira, o que tem sido investigado em diferentes países e especificamente no México. A pesquisa voltou-se a cidades e municípios do México, Chiapas, Oaxaca e Nueno León, alcançando resultados que serviram de suporte para a revisão e/ou, quando for o caso, modificação das políticas públicas para a população acima de 60 anos.


			Seguindo o percurso da região amazônica, o artigo “A Amazônia e o agronegócio pela perspectiva da teoria do risco na sociedade complexa” leva-nos a entender como funciona o sistema complexo do direito alimentar e como as doenças decorrentes dos modos alimentares (por exemplo, a obesidade) podem ser tratadas de um caso particular no contexto da sociedade moderna, porque essa doença está presente em pessoas de baixa renda, mas também nas com maior poder aquisitivo; é encontrada em países de primeiro mundo e em países subdesenvolvidos; conferindo que o problema incide sobre “o que se come”, e não (tão somente) na “quantidade que se come”. Pela perspectiva da abordagem da teoria do risco de Luhmann e De Giorgi, a autora conceitua segurança, risco e coloca em discussão como a sociedade complexa produz riscos para si própria.


			O trabalho “A luta do povo amazônico contra o mito da terra vazia” é outro exemplo da necessidade de se pensar a Amazônia, principalmente, no contexto atual. Nesse artigo, a autora traça um paralelo entre o mito de que a Amazônia é um grande espaço vazio, terra é de “ninguém”, um lugar a ser colonizado e explorado de todas as formas; a relação do povo amazônico com o rio e com as águas, já que ele vai se constituindo culturalmente das relações entre povo e ambiente; e a luta pela sobrevivência. Esses pontos convergem em uma mesma questão, que é estabelecer uma resistência contra o sistema econômico capitalista e patriarcal em vigência, que tenta dominar com seus discursos, como agentes hegemônicos de poder, as populações que vivem e resistem no Norte do Brasil. Sendo assim, traz uma contextualização histórica do mito da Amazônia vazia, sendo o “Éden tropical”, com base no discurso do colonizador, que se altera conforme o período histórico e a fonte de exploração (ouro, borracha, minério, água). Traz também os problemas enfrentados pela população local com a transformação do seu meio de vida, baseado em seu contato com a água, valendo-se da monetarização da água com os empreendimentos hidrelétricos.


			No artigo “El covid-19 en la incidencia delictiva en Aguascalientes, México”, o objetivo dos autores é propor o conhecimento sobre a incidência criminal das principais questões que geram insegurança em Aguascalientes. Na metodologia realizaram um estudo quantitativo-descritivo sobre as variáveis e os tipos de crimes (roubos de casas e de veículos automotores; roubos em empresas com e sem indícios de violência). Os resultados mostraram dados importantes, porque conferem o aumento nas variáveis sobre os roubos em casa; do mesmo modo, o aumento de roubos de veículos e roubos em empresa (sem violência). Por isso, os autores consideram a necessidade de implementação de ações efetivas em matéria de políticas públicas de atenção aos crimes relacionados à segurança pública, além de seu orçamento.


			Em relação à segunda parte, “Desarrollo tecnológico y de innovación en América Latina y el Caribe”, abrimos com o texto “Evaluación de la fuerza de pinza de trabajadores del sector industrial de la ciudad de Bogotá”, a fim de gerar referências para o desenho de ferramentas manuais que considerem a capacidade física da força de trabalho de Bogotá. Contextualizando o problema, os autores fizeram os exercícios de análises com 57 trabalhadores (43 homens e 14 mulheres) de quatro empresas do setor industrial da cidade de Bogotá que não relatassem histórico de distúrbios musculoesqueléticos em membros superiores e que realizassem atividades laborais que implicassem a utilização de ferramentas manuais ou trabalho manual. As empresas recrutadas foram do setor industrial que dedicam a atividade econômica à construção e ao fornecimento de ferragens, ao manuseamento têxtil e ao transporte e construção de reboques na Colômbia. Dos resultados, os investigadores apontam que 94% dos participantes (54 trabalhadores) relataram problemas, dominantemente, na mão direita; os 6% restantes (3 trabalhadores), na mão esquerda. A idade da amostra está entre 18 e 69 anos; o Índice de Massa Corporal (IMC) indicou que existem 2 trabalhadores com baixo peso, 32 com peso normal, 16 com sobrepeso, 5 com obesidade tipo 1; e 2 trabalhadores com obesidade tipo 2.


			No segundo artigo da segunda parte, “Hacia la comprensión crítica de la política pública de emprendimiento en Colombia”, apresenta-se uma análise crítica baseada em uma revisão bibliográfica e documental da literatura sobre a política pública de empreendedorismo na Colômbia, e a responsabilidade envolvida em seu desenho à luz das reais necessidades dos empresários, de modo que sua importância e sua função devem privilegiar o acesso a bens e serviços, por meio de regras e ações que resolvam em 
primeira instância a multiplicidade de necessidades, interesses e preferências de grupos de pessoas que compõem a sociedade, no caso, os empresários. Nesse artigo, política pública de empreendedorismo é definida como a ação governamental que tem por objeto a proteção dos direitos econômicos e sociais dos cidadãos, emanados da própria Constituição Política. Menciona-se ainda que o Estado deve funcionar como uma entidade facilitadora de apoio à atividade empresarial por meio da articulação das decisões governamentais, públicas e privadas de apoio ao empreendedorismo. Nos estudos, concluiu-se que é necessário continuar a abordar, de forma reflexiva, a promoção do empreendedorismo com base nas necessidades e lacunas existentes no quadro regulatório, com vistas à construção de uma política pública que forneça instrumentos suficientes de apoio ao empreendedorismo valendo-se do quadro institucional e operar considerando o empresário. Além disso, é evidente, do ponto de vista processual, que existem alguns entraves principais que devem ser eliminados para que o impacto seja consistente com os resultados esperados, considerando o contexto dos empreendimentos.


			Por sua vez, em “La ecoinnovación en las pymes de la industria automotriz de México”, os estudos propõem responder às três hipóteses baseadas na realização do estudo empírico em PMEs da indústria automotiva mexicana, tomando como referência o diretório empresarial da Associação Mexicana da Indústria Automotiva, que contava com 750 empresas cadastradas até 30 de dezembro de 2018. Além disso, o levantamento para a coleta das informações objetivou coletar as informações pertinentes às atividades de ecoinovação em produtos, processos e gestão, o qual foi aplicado a uma amostra de 400 empresas selecionadas por meio de uma amostra aleatória simples. Adicionalmente, a análise e discussão da ecoinovação em pequenas e médias empresas é um tema que recentemente vem ganhando atenção de pesquisadores, acadêmicos e profissionais da indústria, o que permite concluir que a integração das atividades de inovação e sustentabilidade ambiental (ecoinovação) é um tema aberto a discussão na literatura científica. No entanto, as atividades de ecoinovação em pequenas e médias empresas em países de economia emergente, como o México, de acordo com os autores, não têm sido amplamente analisadas e discutidas na literatura atual, de modo que é possível concluir que esse estudo fornece evidências empíricas robustas da importância de orientar estudos futuros nesse contexto e nesse tipo de país.


			No trabalho “Las exportaciones agrícolas mexicanas, ante la incertidumbre en el contexto internacional”, temos presente os modos como são desenvolvidos e, ao mesmo tempo, como evoluíram os processos de produção e comercialização com as demandas da contemporaneidade, em um ecossistema global, com sinais de neoprotecionismo. Por sua vez, apontam os estudos, os modos podem ser reforçados em função da pandemia da saúde. Nessas circunstâncias, para o México e para os demais países exportadores, há indícios que anunciam um aumento do nível de incerteza, entre outros. Com a entrada em vigor do T-MEC, a desconfiança empresarial do governo federal mexicano e o frágil crescimento da economia mundial são evidências dos setores exportadores para uma revisão exaustiva dos seus processos de produção e comercialização, no contexto internacional. Nesse artigo, propõe-se identificar os desafios que os exportadores agrícolas, em particular, terão de enfrentar em um ambiente mundial altamente instável a partir da pandemia de covid-19. A aposta é na inserção nas novas tecnologias de informação, possibilitando que grandes quantidades de notificações cheguem a todo o momento e facilitem o conhecimento do ambiente e do comportamento das empresas, levando a comportamentos que migrem para patamares superiores. Portanto, a reivindicação da qualidade, a demanda por melhores preços, a segurança alimentar, a demanda por produtos livres de elementos poluentes do meio ambiente e prejudiciais à saúde das pessoas perturbam e modificam as formas de comércio entre os indivíduos e entre os países envolvidos no comércio exterior.


			No contexto colombiano desde 1990, a política implementada pelo Minciencias tem promovido o desenvolvimento de grupos de pesquisa para apoiar a construção de capacidades investigativas. É sobre essa temática que os estudos apresentados no texto “Identificación de los prinicipales resultados de producción de los grupos de investigación en Colombia”, por meio da Lei n.º 1.286, de 2009, buscaram conferir como o conhecimento gerado da pesquisa e do desenvolvimento tecnológico nacional gera impacto no sistema produtivo e contribui para a solução de problemas da sociedade colombiana. Para isso, a estratégia dos estudos foi desenvolvida por meio da constituição de um sistema de cadastramento, reconhecimento e escalação de grupos em todo o território nacional colombiano. Por outro lado, persiste o debate sobre como a pesquisa tem impacto no desenvolvimento do país e tenta demonstrar o impacto da investigação sobre os conteúdos criativos e culturais produzidos, uma vez que não só geram experiências estéticas, mas também são transferíveis para o setor das indústrias criativas e culturais.


			O artigo “Reconocimiento y apropiación de estrategias de RSE como creación de valor en las empresas industriales de Manizales, Colombia” foi redigido de modo a situar os leitores sobre as estratégias conhecidas como Responsabilidad Social Corporativa (RSC), Modelo de Responsabilidad Social Empresarial por el Desempeño Social Corporativo (MDSC), para compreender como se dá a criação de valor dessas estratégias, para posteriormente identificar como vêm sendo aplicadas, principalmente a RSE, nas empresas industriais da região estudada. Para os autores, tendo em conta a dimensão das empresas que responderam ao formulário, classificadas como pequenas e médias, os estudos apontaram que o público-alvo respondente não considera a RSE como estratégia, mas como compromisso moral e jurídico isolado; e argumentam que os recursos alocados para esse fim representam uma despesa, e não um investimento que gere benefícios sustentáveis para seus stakeholders. Por outro lado, associam a RSE aos programas de reciclagem e atendimento às classes sociais mais carentes, o que os leva a relacionar a RSC às dimensões sociais e éticas a que se refere.


			Nessa direção, o artigo “Ciencia, tecnología e innovación en Colombia, análisis histórico y perspectivas de futuro” parte da proposta de apresentar a história da Colômbia enquanto uma república presidencial localizada no Noroeste da América do Sul. Interessante conferir a estrutura político-administrativa organizada em 32 departamentos e no Distrito Capital de Bogotá, sede do governo central. Aponta o trabalho que a Colômbia é o único país da América do Sul que possui litoral no Oceano Pacífico e acesso ao Atlântico pelo Mar do Caribe. Além disso, é válido conferir, segundos os estudos, a geografia e a economia colombiana, na vasta área constituída de 1.142.748 km2 e 48.252.000 habitantes. As informações sobre a moeda (peso colombiano), o PIB per capita (US $ 6.300) e suas principais exportações [petróleo (28%), carvão (20%), café (7%) e flores (4%)] não são suficientes para descartar a taxa de desemprego, que, de acordo com os dados, em 2018, atingiu o percentual de 10,5% (BANCO DE LA REPÚBLICA, 2019). Todavia, destaca-se que, segundo o Banco de la República (2019), a Colômbia é uma economia emergente e uma das maiores da região. O PIB nominal da Colômbia é o quarto maior da América Latina, depois de Brasil, México e Argentina, e ocupa o 29º lugar no mundo. A Colômbia também ocupa a 28ª posição globalmente em paridade de poder de compra — PIB PPC — e a quarta na América Latina, atrás de Argentina, México e Brasil. É nesse contexto geral que agora a esfera governamental desenvolve o Sistema Nacional de Competitividade, Ciência, Tecnologia e Inovação (SNCTeI), cujo objetivo declarado é coordenar e orientar os esforços públicos, privados e acadêmicos em matéria de CTI para gerar desenvolvimento, produtividade e qualidade de vida. A nomeação nesses termos é a mais recente em uma série de outras nomeações que respondem às várias estratégias de CTI de governos que se seguiram desde o final do século XX. Merecidamente, vale o reconhecimento dos dados e das análises que tratam do cenário colombiano na esfera global.


			Como inovação desta coleção, elaboramos os artigos nas duas línguas oficiais da América Latina e Caribe — português e espanhol —, para que as pesquisas constantes nos trabalhos dos/das investigadores/as aqui presentes possam conferir nossa integração cultural, linguística, com o objetivo de fazer do universo científico também um universo de relações humanas. Como representação de nosso povo latino-americano e caribenho, as pesquisas ora apresentadas são indicativos dos movimentos e processos sociais, das lutas e organizações políticas, nos mais variados contextos históricos e geográficos regionais. A preservação das duas línguas é a promoção de um conhecimento sensível e valorativo que caracteriza nosso modo de ser, ouvir, falar, escrever, comunicar as mais diversas formas de desigualdades sociais, mas também nossa alegria de sermos latino-americanos-caribenhos.


			Desejamos a todos que a leitura desta coleção nos aproxime cada vez mais como povo e como cientistas.


			Prof.ª Dr.ª Aparecida Luzia Alzira Zuin


			Prof. Dr. Lisando José Alvarado Peña



Prof.ª Dr.ª Larissa Zuim Matarésio


			Organizadores
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			PARA ENTENDER A POLÍTICA DE AÇÃO AFIRMATIVA, VAMOS FALAR DA LEI DE COTAS: INCLUSÃO E DESENVOLVIMENTO HUMANO


			Aparecida Luzia Alzira Zuin


			Fernanda Ruschel Cremonese Colen


			INTRODUÇÃO


			O processo histórico do Brasil, no que se refere à sua formação social e à garantia de direitos e de desenvolvimento humano, foi marcado por várias desigualdades geradas pela distribuição dessemelhante das riquezas. Apesar de ser um país com potencial crescimento econômico — ocupando, conforme anunciado pelos meios de comunicação e o relatório Perspectivas para a economia global, do Fundo Monetário Internacional (FMI), em 2015, a oitava posição no ranking da economia no cenário mundial, com a expectativa que projetou um avanço de 0,2% no Produto Interno Bruto (PIB) para 2017 e elevou a projeção de crescimento da economia de 1,5% para 1,7% em 2018 —, ainda assim apresenta grandes fossos sociais.


			No cenário social, a questão da discriminação, embora se diga ser a nação das diversidades, o país ainda enfrenta desafios, principalmente, em se tratando das causas dos direitos humanos e educacionais às populações indígenas e negras. Ambos os motivos estão atrelados ao modelo econômico capitalista vigente, que leva em conta muito mais o lucro advindo da produção do que da distribuição da renda para quem produz, em termos de equidade, o que acarreta sérios danos ao desenvolvimento econômico do país, mas também ao desenvolvimento humano.


			Atualmente, é possível observar que mudanças impulsionadas pelas legislações, mesmo que não na proporção que deveriam ocorrer, têm surgido na sociedade, com destaque aos grupos minoritários1 — negros e indígenas. Daí esta pesquisa compor o escopo dos estudos, visando entender como esses dois grupos passaram a ser atendidos por meio de políticas públicas do governo federal, mas também propondo compreender os movimentos sociais que se voltam à inclusão de negros e indígenas. Nesse sentido, estende-se para a questão da identidade, por meio da representatividade nos espaços sociais — escola, política e mercado de trabalho, entre outros.


			As mudanças voltadas a esses dois grupos ocorreram, no aspecto legal, a partir da Constituição de 1988, e aos poucos vêm se materializando em políticas públicas específicas que merecem ser abordadas pelo viés das relações políticas e educacionais, porque sabemos que sofreram e sofrem grandes influências de organismos internacionais, como a Organização das Nações Unidas (ONU), que, a partir da Declaração Universal dos Direitos Humanos, viram a necessidade de criar mecanismos legais para fazer valer os direitos fundamentais, reconhecendo “a dignidade inerente a todos os membros da família humana e de seus direitos iguais e inalienáveis” (ONU, 1948, s/p).


			Os desafios do caminho pela consolidação de direito no Brasil são diversos, tendo em vistas as divergências sociais, históricas e políticas ocorridas desde a colonização. Dentre eles, destaca-se o direito à educação, instituída, após a redemocratização do país, como um dos direitos sociais na Constituição federal de 1988 — art. 6º e art. 5º, que garante a igualdade aos cidadãos brasileiros e que denota esse direito em relação à educação. Adentrando o direito à educação, e como forma de consolidar os demais direitos, como a cidadania, contribuindo para um bem coletivo e social da sociedade, surgem as políticas públicas, que são ações demandadas, muitas vezes, pelas organizações civis, formuladas e implementadas pelos organismos governamentais. Entre as políticas públicas educacionais, há aquelas destinadas aos grupos minoritários, como exemplo e objeto deste paper, direcionadas ao acesso à educação, especificamente as ações afirmativas instituídas em reserva de vagas, as conhecidas cotas, conforme se materializa na Lei n.º 12.711, de 29 de agosto de 2012.


			Essas políticas públicas, como contributo social, são calcadas com a finalidade de amenizar o preconceito e procuram atenuar o distanciamento da educação àqueles que antes faziam parte dos excluídos socialmente, até mesmo do acesso à educação.


			Nessa perspectiva, grande parte das instituições públicas de ensino, incluindo as federais, adota as cotas como política de ação afirmativa com o objetivo de ampliar o acesso às suas vagas para as pessoas que fazem parte de grupos minoritários, vinculando ou não cota social e/ou cota racial. Ou seja, é possível as instituições de ensino utilizarem as cotas rígidas, quando se utiliza apenas um critério, ou cotas flexíveis, quando se vinculam mais critérios, como raça/etnia e classe social.


			Essa política, apesar das críticas e dos pontos falhos, é realidade e precisa ser respeitada, pois “a diversidade é educativa e conviver com diferentes é parte integrante de uma educação inclusiva para o século XXI” (LÁZARO; CALMON; LIMA; OLIVEIRA, 2012, p. 5). Dessa forma, a pesquisa teve como propósito apresentar se a situação real do processo de inclusão, por meio da Lei n.º 12.711/2012, é de fato condizente com a realidade dos negros e dos indígenas, conferindo, além do ingresso, a permanência e a conclusão nos cursos, para a sua plena efetividade e do acesso à Justiça.


			A GÊNESE DAS AÇÕES AFIRMATIVAS


			As ações afirmativas tiveram sua gênese nos Estados Unidos, onde, historicamente, houve lutas intensas dos negros contra o racismo, iniciado na colonização norte-americana (BRANDÃO, 2005; LOBO, 2013). Tudo começou em 1865, com a abolição da escravidão nos EUA, por meio da 13ª Emenda, que proibia “a escravidão ou trabalhos forçados, o que, na prática, não trouxe a efetiva emancipação dos negros, que continuaram a ter direitos fundamentais tolhidos” (LOBO, 2013, p. 80). Em 1968, com a 14ª Emenda, institui-se o princípio da igualdade no direito americano, no entanto a Corte americana reconheceu que a segregação entre negros e brancos nas escolas públicas negava a igualdade de oportunidades aos negros instituída na 14ª Emenda, em 1954 (LOBO, 2013).


			Iniciativas de ações afirmativas deram-se primeiramente no âmbito trabalhista da esfera governamental. Por meio de decreto, em 1941, o presidente Franklin Delano Roosevelt proibiu “a discriminação racial contra negro quando da seleção e do recrutamento de pessoal para trabalhar no governo dos EUA” (BRANDÃO, 2005, p. 5). Na esfera privada, a abolição da discriminação contra o negro ocorreu em 1964 com a Lei dos Direitos Civis (BRANDÃO, 2005)


			O termo “ações afirmativas” surgiu em 1961, quando o presidente dos EUA John F. Kennedy instalou a Comissão por Oportunidades Iguais de Emprego. Segundo Lobo (2013, p. 82), “o conjunto normativo formado pelo Estatuto dos Diretos Civis, juntamente com a 13ª, a 14ª e a 15ª Emendas, mostrou-se como poderosa arma de combate à discriminação racial, com previsões de punição contra os atos discriminatórios”.


			No Brasil, estudos realizados nessa temática identificaram ações de cunho afirmativo desde 1943, na Consolidação das Leis do Trabalho (CLT), na qual foram apresentados dois artigos nessa perspectiva: um determinando cota de dois terços de brasileiros para empregados de empresas individuais ou coletivas (art. 354), e outro determinando a adoção de políticas destinadas a corrigir as distorções responsáveis pela desigualdade de direitos entre homens e mulheres, incluídas pela Lei n.º 9.799, de 1999.


			Em 1968, houve a proposta da aprovação de uma lei que obrigasse as empresas privadas a manter uma porcentagem mínima de empregados que não fossem brancos, pelos técnicos do Ministério do Trabalho e o Tribunal Superior do Trabalho (BRANDÃO, 2005).


			No entanto, é somente a partir da Constituição federal de 1988 que as ações afirmativas são previstas de forma mais ampliada, expressas direta e indiretamente (LOBO, 2013).


			Expressa diretamente, cita-se o art. 37, VIII2, o qual estabelece a reserva de um porcentual dos cargos e empregos públicos para as pessoas portadoras de deficiência, regulamentado pela Lei n.º 8.112, de 1990. Para Lobo (2013, p. 91), é importante avanço na consolidação do princípio da igualdade ao demonstrar consideração às dificuldades que essas pessoas “enfrentam para poder estudar ou se enquadrarem no mercado de trabalho, sendo necessário, portanto, que seu acesso a tais vagas seja facilitado e garantido”.


			No art. 208, III3, no capítulo reservado à educação, está expresso de forma clara que o Estado deverá garantir o atendimento educacional especializado às pessoas com necessidades específicas, conforme sua 
deficiência, por exemplo: citam-se a Língua Brasileira de Sinais (Libras) e a escrita e leitura em braile. Cita-se, ainda, o art. 2154, que garante, por meio do Estado, o pleno exercício dos direitos culturais e sua valorização. Com base nesse artigo, institui-se o Dia Nacional da Consciência Negra.


			De forma implícita, preveem as ações afirmativas outros dispositivos na Constituição de 1988, como o art. 1º5, que estabelece como seus fundamentos a cidadania e a dignidade da pessoa humana, ou seja, “o Estado deve garantir todos os meios para que todas as pessoas exerçam sua cidadania, bem como seja tratada com o devido respeito e consideração” (LOBO, 2013, p. 93). Dessa forma, entende-se que a discriminação racial retira a condição de cidadão, “na medida em que seu direito de se ver como igual não é respeitado, bem como implica redução da sua autopercepção de dignidade”. Assim, como forma de garantir os direitos fundamentais, pode-se utilizar das ações afirmativas, garantindo a inclusão de grupos minoritários socialmente excluídos (LOBO, 2013).


			No art. 3º, tem-se o que estabelecem os objetivos da República Federativa do Brasil, como a erradicação da pobreza e da marginalização e redução das desigualdades sociais e regionais, além da promoção do bem de todos, sem preconceitos de origem, raça, sexo, cor, idade e quaisquer outras formas de discriminação. Esses objetivos podem ser alcançados por meio das ações afirmativas, uma vez que os objetivos do Estado brasileiro buscam “a promoção do bem de todos, sem preconceito e quaisquer formas de discriminação, permitindo, assim, de forma positiva combater práticas discriminatórias no sentido de busca do desenvolvimento da sociedade” (LOBO, 2013, p. 95).


			No caput do art. 5º6, conforme Lobo (2013, p. 96-97), é possível o entendimento de que a Constituição:


			[...] autoriza a instituição das ações afirmativas, na medida em que a atual interpretação da igualdade, ou seja, conforme o paradigma do Estado Democrático de Direito, implica a atuação do Estado de forma a promover a igualdade, não se limitando a proibir práticas discriminatórias.


			No âmbito da educação, as ações afirmativas, mais uma vez implícitas, são percebidas no art. 206, inciso I7, ao instituir como princípio do ensino a igualdade de condições para acesso e permanência na escola, possibilitando que o acesso à educação pelos grupos excluídos ocorra por meio das ações afirmativas.


			Consoante a Constituição de 1988, um instrumento legal importante na execução das ações afirmativas é o Decreto n.º 4.228/20028, que instituiu, no âmbito da Administração Pública Federal, o Programa Nacional de Ações Afirmativas, explicitando a organização de ações para o desenvolvimento do programa, as metas porcentuais de participação de afrodescendentes, mulheres e pessoas portadoras de deficiência para o preenchimento de cargos de comissão.


			Para Lobo (2013, p. 99), “a edição deste decreto é o reconhecimento estatal da constitucionalidade das ações afirmativas no âmbito da Administração Pública Federal, o que pode ser interpretado em prol da educação”.


			No que se refere às ações afirmativas na modalidade de cotas ou reserva de vagas, no período compreendido de 2000 a 2003, iniciativas de diversas universidades estaduais e federais voltadas às cotas (reserva de vagas) geraram muitas discussões e ações jurídicas quanto à sua constitucionalidade, até que em junho de 2003 o procurador-geral da República “considerou inconstitucional o sistema de cotas para negros e pardos, para portadores de deficiência física e para alunos de escolas públicas” (LOBO, 2013, p. 100).


			Por outro lado, Brandão esclarece que “esse parecer não discute o mérito da política de ação afirmativa, apenas se manifesta contrário à sua implantação por meio de leis estaduais, não eliminando, porém, a criação do sistema de cotas” (BRANDÃO, 2005, p. 65).


			Sobre a constitucionalidade ou inconstitucionalidade, o autor traz as palavras de Carlos Alberto Reis de Paula, que defende sua constitucionalidade, lembrando que o Brasil subscreveu, na Convenção Internacional de Eliminação de Todas as Formas de Racismos, em 1968, o documento que reconhece a legalidade das ações afirmativas (LOBO, 2013), garantindo que: “Medidas com o objetivo de assegurar o progresso adequado de determinados grupos raciais, etnias ou indivíduos que necessitem de proteção não serão consideradas discriminação racial” (BRANDÃO, 2005, p. 66).


			Diante dos fundamentos legais das ações afirmativas, verifica-se que sua aplicação é muito abrangente, não se restringindo à questão racial, “mas também ao combate e a outras formas de discriminação, como a discriminação contra mulheres, contra pessoas portadoras de necessidades especiais, contra índios etc” (BRANDÃO, 2005, p. 26-27). Essa ação afirmativa é fundamentada sempre na igualdade, buscando a inclusão social.


			No entanto, apesar de negada, a discriminação racial ainda é muito intensa no Brasil. Brandão (2005, p. 27) considera “a luta contra a discriminação racial [...] uma batalha mais difícil do que a batalha contra a discriminação às mulheres”.


			Cabe ressaltar que as políticas públicas são facilmente implantadas, alteradas, de forma a garantir a luta contra a discriminação, seja esta racial, seja de gênero ou sexual, entre outras, uma vez que leis podem ser criadas/alteradas imediatamente, enquanto a mudança de postura, de atitude, que está atrelada à cultura, muitas vezes leva mais tempo para ser superada.


			Dessa forma, os movimentos sociais de combate ao racismo defendem como estratégia a implementação de políticas públicas de ação afirmativa, além de apoiarem as diversas iniciativas, sejam públicas, sejam privadas, a fim de galgar uma sociedade menos discriminatória e preconceituosa.


			Com relação a essas iniciativas, pode-se citar a obrigatoriedade estabelecida pelo governo federal, em 1996, de se representarem em propagandas institucionais o branco, o pardo, o negro e os índios. Nesse mesmo ano, houve um seminário9, realizado pelo próprio governo federal, para discutir a viabilidade da implantação no Brasil de políticas de ação afirmativa.


			No ano seguinte (1997), o outro encontro, desta vez internacional, realizado no Rio de Janeiro, discutiu a situação das populações negras nos Estados Unidos, na África do Sul e no Brasil. Esses países têm em comum os regimes escravocratas destinados aos negros e que hoje vivem em condições de pobreza quando comparados com a população branca.


			As cotas ou os porcentuais de reserva de vagas começaram a ser implantados na esfera pública em 2001, quando a Portaria n.º 202 criou uma cota de 20%, que deveria aumentar para 30% até 2003, para negros no Ministério do Desenvolvimento Agrário e do Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária (Incra). Contudo, nessa portaria não foram estabelecidos os critérios para a ocupação dessas vagas. Em dezembro do mesmo ano, o Ministério da Justiça baixou uma portaria criando cotas para negros (20%), mulheres (20%) e deficientes físicos ou mentais (5%) para preenchimento de cargos de confiança e funções desempenhadas por funcionários terceirizados sem vínculo empregatício com o ministério.


			Conforme o Instituto de Pesquisa Econômica Aplicada (IPEA, 2014), há uma diferença de 3,5% entre os trabalhadores negros (6,6%) e brancos (8,5%) como funcionários públicos e militares, devido aos padrões desiguais de acesso aos diferentes cargos. Negros, em geral, acessam mais os níveis auxiliar e intermediário, de menor remuneração, estando em menor proporção nos cargos e carreiras mais valorizados da administração pública (IPEA, 2014, p. 25).


			Em 2002, o Ministério das Relações Exteriores, com o objetivo de ampliar a igualdade de oportunidades no acesso à carreira de diplomata, além de ampliar a diversidade étnica na diplomacia brasileira, criou bolsas de estudo destinadas à preparação de estudantes negros que pretendiam ingressar na carreira.


			Estudos realizados pelo Ipea e materializados no documento Situação social da população negra por estado: indicadores de situação social da população negra segundo as condições de vida e trabalho no Brasil, publicado em 2014, demonstram que a população negra, quando se fala em renda, ocupação e escolaridade (além de moradia e composição familiar), ao ser comparada com a população branca, encontra-se em desvantagem, mesmo com certa elevação nos índices no decorrer dos anos de 2001 a 2012: “As diferenças persistem, evidenciando que os esforços de universalização das políticas públicas não se mostram suficientes quando se trata de combate às desigualdades raciais” (IPEA, 2014, p. 18), demandando políticas focalizadas. 
Nesse sentido, conforme afirma Brandão (2005, p. 34), “no Brasil a discriminação racial persiste, que a pobreza tem cor e que sua cor é negra”.


			Com essas diversas ações e como reconhecimento das lutas históricas do Movimento Negro Brasileiro, o governo federal criou a Secretaria Especial de Políticas de Promoção de Igualdade Racial, com o objetivo de coordenar e elaborar políticas públicas de combate à discriminação racial no país, além de promover discussões a respeito de programas de ações afirmativas direcionadas para as minorias raciais e étnicas.


			Sendo assim, com as políticas de ações afirmativas com fundamento jurídico e filosófico no princípio da igualdade, busca-se sua efetivação de fato na perspectiva de romper com a lógica de que todos são iguais, quando na verdade não o são. Ao adotar as políticas de ação afirmativa, o Estado muda sua postura, que antes era neutra perante as diversidades encontradas na sociedade, passando então a considerar fatores como sexo, raça, cor e origem nacional.


			Gomes (2002, p. 132) esclarece que as ações afirmativas são:


			[...] políticas públicas (e também privadas) voltadas à concretização do princípio constitucional da igualdade material e a neutralização dos efeitos da discriminação racial, de gênero, de idade, de origem nacional e de compleição física. Impostas ou sugeridas pelo Estado, por seus entes vinculados e até mesmo por entidades puramente privadas, elas visam combater não somente as manifestações flagrantes de discriminação de fundo cultural, estrutural, enraizada na sociedade. (GOMES, 2001, p. 6-7).


			O Grupo de Estudos Multidisciplinares da Ação Afirmativa (Gemaa) define as ações afirmativas como:


			[...] políticas focais que alocam recursos em benefício de pessoas pertencentes a grupos discriminados e vitimados pela exclusão socioeconômica no passado ou no presente. Trata-se de medidas que têm como objetivo combater discriminações étnicas, raciais, religiosas, de gênero ou de casta, aumentando a participação de minorias no processo político, no acesso à educação, saúde, emprego, bens materiais, redes de proteção social e/ou no reconhecimento cultural. (GEMAA, 2011, p. 1).


			Com base nos conceitos apresentados, destaca-se que, para o desenvolvimento deste paper, utilizou-se como norte o conceito de que as ações afirmativas são programas desenvolvidos pelo governo, ou não, para atender aos grupos minoritários, aos grupos sociais que, como visto historicamente, se encontram marginalizados em razão de suas condições étnico-raciais e/ou socioeconômicas. No processo de pesquisa, as ações afirmativas consideradas foram a política de acesso e a de permanência à educação.


			No entanto, pode-se observar que a política de ação afirmativa ainda não está totalmente consolidada no país, dadas as opiniões divergentes a respeito do assunto, ou seja, o processo histórico de implementação dessa política no Estado brasileiro é composto de contradições.


			BREVES APONTAMENTOS DOS DIREITOS PARA OS NEGROS E OS INDÍGENAS NO BRASIL


			Os direitos específicos dos negros e dos povos indígenas não foram mencionados nas Constituições federais do Brasil antes da conhecida Constituição Cidadã, promulgada em 1988. Assim como no movimento dos negros, os indígenas passaram a ter o apoio de organizações internacionais, que contribuem pressionando o Estado brasileiro na implementação de políticas públicas específicas, como a Convenção 169 da Organização Internacional do Trabalho (OIT), ratificada pelo Brasil em 2004; a Declaração das Nações Unidas sobre os direitos dos Povos Indígenas, adotada em setembro de 2007 pela Assembleia-Geral da ONU. Nesse aporte, instituições e eventos os mais diversos contribuem para a afirmação dos direitos fundamentais dos povos indígenas, além de negros e quilombolas, de forma a serem efetivamente garantidos, potencializando-os para o “comprometimento manifesto do Estado brasileiro, que é signatário, desde 1968, de vários tratados e convenções internacionais os quais objetivam a eliminação da discriminação racial” (HENRIQUES; CAVALLEIRO, 2005, p. 209).


			O fato, ocorrido em 1991, de a educação indígena passar a ser responsabilidade do Estado por meio do Ministério da Educação (MEC), e não mais da Funai, consistiu, para alguns críticos da educação, em grande avanço, uma vez que se passou a considerar as contribuições dos indígenas e indigenistas no processo de elaboração dos documentos oficiais voltados à educação escolar indígena no país, efetivando-se como política pública.


			O movimento indígena, tal como o de negros, está em constante luta por defesa e reconhecimento de seus direitos. No campo da educação, “os povos indígenas possuem seus processos educativos próprios, em alguns casos muitos distintos das escolas não indígenas (pretos, brancos e pardos)” (BANIWA, 2013, s/p), tendo sua reivindicação pela educação específica e diferenciado o foco de suas lutas. O fato de os povos indígenas terem seus processos educativos específicos não significa que deixam de sofrer discriminação social e racial.


			Quanto à discriminação, a discussão mais aberta no Brasil aconteceu em 1995, por pressão dos movimentos negros, quando o então presidente Fernando Henrique Cardoso declarou oficialmente haver discriminação contra os negros no país, ratificando seu reconhecimento no Seminário Internacional “Multiculturalismo e racismo: o papel da ação afirmativa nos Estados democráticos contemporâneos”, em 1996, em Brasília. Em 1999, o Senado Federal aprovou o Projeto de Lei n.º 298, destinando 50% das vagas das universidades públicas para estudantes que tivessem concluído o ensino fundamental e médio em escola pública, contribuindo para o reinício do debate a respeito das cotas, que não mais se concentrava na questão racial, mas, especialmente, na origem escolar, nesse caso, cota social.


			Para Brandão, esse projeto de lei apresentava alguns problemas, principalmente quando se estabelecia o critério da reserva de vagas única e exclusiva “aos alunos que tivessem cursado integralmente os níveis de Ensino Fundamental e Médio em escolas públicas, excluindo [...] aqueles que porventura tivessem cursado [...] um ou dois anos em uma escola privada, ainda que fosse de má qualidade” (BRANDÃO, 2005, p. 56).


			A intenção desse projeto de lei era de “criar maiores possibilidades de acesso às universidades públicas para os alunos dessas classes sociais menos favorecidas” (BRANDÃO, 2005, p. 56), embasado no conhecimento na época de que os estudantes cursantes do ensino fundamental e médio, exclusivamente nas escolas públicas, eram pobres e negros, e com pouca probabilidade de ingresso numa universidade pública.


			A questão étnica e racial passou a compor efetivamente a agenda política do Estado brasileiro, a partir do século XXI, motivada pela Comissão de Direitos Humanos das Nações Unidas, no ano 2000, que criou o Comitê Nacional para a Preparação da Participação Brasileira na “III Conferência Mundial contra o Racismo, Discriminação Racial, Xenofobia e Intolerância Correlata”, ocorrida em 2001, na cidade sul-africana de Durban (SANTOS, 2005).


			Para Santos (2005, p. 18), “foi a partir dessa demanda externa da Comissão de Direitos Humanos das Nações Unidas, associada às históricas pressões internas dos movimentos sociais negros, que a questão racial entrou novamente na agenda pública brasileira”.


			No período de 2001 a 2002, outras iniciativas voltadas à educação da população indígena podem ser identificadas no Brasil, a partir da política de formação de professores indígenas, impulsionando as universidades estaduais, como a de Mato Grosso, que criou a Universidade Indígena, e a de Mato Grosso do Sul, a instituírem cotas ou processos seletivos específicos para essa população. Nas universidades federais temos como exemplo as Licenciaturas Interculturais Indígenas, em Roraima e Rondônia.


			Em 2004, o governo passou a elaborar políticas públicas que tratassem da questão racial. Destaca-se a aprovação e publicação da Lei n.º 10.639/2003, do Parecer n.º 03/2004 e da Resolução n.º 01/2004, ambos do Conselho Nacional de Educação (CNE), regulamentando e instituindo as Diretrizes Curriculares Nacionais para a Educação das Relações Étnico-Raciais e para o ensino de História e Cultura Afro-Brasileira e Africana. A importância dessa lei é grande, pois altera a Lei de Diretrizes e Bases (n.º 9.394/96), garantindo que seja implementada em todo o território brasileiro10. Para Gomes N. L. (2011, p. 117), esses documentos estão inseridos “no complexo campo das relações raciais brasileiras sobre o qual incidem. Isso significa ir além da adoção de programas e projetos específicos voltados para a diversidade étnico-racial realizados de forma aleatória e descontínua”. Henriques e Cavalleiro (2005, p. 215) consideram que os documentos elaborados e aprovados pelo Conselho Nacional de Educação (CNE) constituem “uma linha divisória na política educacional brasileira, visto que, pela primeira vez, há o tratamento explícito da dinâmica das relações raciais”.


			Nesse sentido, para Baniwa (2013, s/p), os povos indígenas, nos últimos 30 anos:


			“Vêm se constituindo em sujeitos de seu próprio destino, fazendo valer seus direitos e cobrando dos governos o respeito à Constituição, ao Estado plural que possibilite a igualdade de condições de vida para todos, perpassando pelo acesso e permanência à educação”.


			Conforme esclarecido por Baniwa (2013, s/p), “os direitos indígenas no Brasil são coletivos”, e a sua individualização, são “um risco e uma ameaça aos princípios e modos próprios de vida” deles. Essa preocupação é maior quando se trata do acesso à educação.


			Nessa perspectiva, o direito à educação aos negros e indígenas não se encerra no acesso, pois há que considerar suas particularidades, a fim de garantir o direito de forma justa. Caso contrário, o que tratar sobre o desenvolvimento humano nesse contexto? Afinal, a política de cotas a esses segmentos ainda tem muito que avançar. No entanto, ela é garantida na Lei n.º 12.711/2012, possibilitando o acesso às instituições federais de ensino superior e aos cursos técnicos de nível médio. Nessas últimas instituições, a política de cotas teve sua origem ainda na década de 1960. Destaca-se que o termo educação está sendo utilizado em seu sentido legal, visto que na Constituição de 1988 ela é tratada de forma mais abrangente. Conforme definido por Abbagnano (2007, p. 305), “designam-se com esse termo a transmissão e o aprendizado das técnicas culturais, que são as técnicas de uso, produção e comportamento [...]. Como o conjunto dessas técnicas se chama cultura”, transmitida de geração em geração. Por isso, entende-se que a educação é diferente de ensino, que é entendido como repasse de conhecimento específico, das matérias básicas, das técnicas específicas para o desenvolvimento de algo objetivo, até mesmo para o mercado de trabalho.


			POLÍTICAS PÚBLICAS DE AÇÕES AFIRMATIVAS NA EDUCAÇÃO


			A Constituição de 1988, segundo Cunha (2013, p. 43), “promoveu um salto sem precedente em matéria de direito à Educação”, um pouco tardio ao se comparar com os países da Europa e das Américas11, porque, exceto o Brasil, em meados do século XIX, já haviam compreendido a importância de uma política de educação “obrigatória e democrática”.


			No entanto, em 1948, a Organização das Nações Unidas já havia declarado a universalidade dos direitos humanos, da qual o Brasil foi 
signatário12, contribuindo o reconhecimento da necessidade de criar mecanismos legais para fazer valer os direitos destes, reconhecendo “a dignidade inerente a todos os membros da família humana e de seus direitos iguais e inalienáveis” (ONU, 1948, s/p).


			Esses fatos colaboraram para o reconhecimento do papel da educação, que passou a assumir “importância fundamental na vida das pessoas no mundo atual de rápidas mudanças” (SINGH, 2013, p. 23), tornando-se essencial para o desenvolvimento social, ou seja, gerando transformações nos sujeitos e na sociedade.


			Outros acontecimentos atribuíram maior impulso ao direito à educação, a saber: em 1990, aprovação da Declaração Mundial de Educação para Todos, na Conferência Mundial em Jomtien (Tailândia); em 1990, a aprovação do Estatuto da Criança e do Adolescente; em 1994, o Pacto pela Valorização do Magistério e Qualidade da Educação; em 1996, a Lei de Diretrizes e Bases da Educação Nacional; e, em 1996, a aprovação do Fundo de Desenvolvimento do Ensino Fundamental e Valorização do Magistério (Fundef) (CUNHA, 2013).


			Destaca-se o Fundef, Lei n.º 9.424/1996, extinto em 2006, quando, segundo Callegari (2013, p. 229), houve “o aumento da conscientização da necessidade de se cuidar da Educação Básica como um todo”, e para isso demandou o fundo de manutenção e desenvolvimento da educação que compreendesse todos os níveis, etapas e modalidades de ensino que integravam a educação básica, criando, assim, o Fundo de Manutenção e Desenvolvimento da Educação Básica e de Valorização dos Profissionais da Educação (Fundeb), Lei n.º 11.494/2007, com vigência até 2020.


			Conforme Demo (2009, p. 52), “a educação é precisamente condição necessária para o desabrochar a cidadania, com vistas à formação do sujeito do desenvolvimento, num contexto de direitos e deveres”. O conceito de cidadania muitas vezes se resume à qualidade de cidadão, contudo observa-se que a sociedade é formada por cidadãos, composto por direitos, deveres e obrigações, estabelecidos em lei, e a cidadania é o processo que se dá em torno desse cidadão “por meio da convivência social, política e econômica, que baseiam o funcionamento organizacional de uma sociedade” (DEMO, 2009, p. 70).


			Ressalta-se que cidadania, além de ser um dos fundamentos da República Federativa do Brasil — Estado democrático de direito —, conforme a Constituição de 1988, é também objetivo da Educação, como direito ao “desenvolvimento da pessoa, seu preparo para o exercício da cidadania” (BRASIL, 1988, s/p). Flach (2011, p. 298) destaca que “sem educação não pode haver cidadania. Também o pleno exercício da democracia encontrar-se-á entravado se esse direito social não for amplamente assegurado à população”.


			Para Zuin e Benarrosh (2015, p. 105-106), a educação “deve possibilitar a apropriação dos múltiplos saberes culturais com finalidade também de formação de um sujeito ativo, aquele que participa, cria e decide. Aquele capaz de transformar e melhorar a sua realidade”. Assim, a educação, como política pública e como um direito subjetivo assegurado, vista e, historicamente, considerada como o meio cujo objetivo, trata de oferecer aos sujeitos acesso ao conhecimento, oportunizada para a conscientização. Logo, o sujeito “ao se conscientizar [...] se transforma e passa a viver a sua cidadania de maneira mais efetiva” (FLACH, 2011, p. 286). Para isso, Bucci e Vilarino (2013, p. 132) afirmam que a educação no Brasil “deve ser priorizada como fator de melhora da igualdade social e do desenvolvimento nacional. Não há liberdade sem Educação e não há desenvolvimento nacional se o povo não for educado”.


			No processo de desenvolvimento do país, o atendimento aos grupos minoritários precisa ser considerado na formulação de políticas públicas educacionais, a fim de contribuir para a garantia da inclusão social, visto que a “inclusão é uma decorrência da democratização do ensino” (FERREIRA, 2013, p. 404). Diante da busca pela democratização do ensino, surgem as políticas públicas voltadas ao acesso à educação como um direito. Essas políticas públicas, como contributo social, são calcadas nas finalidades de amenizar o preconceito e procuram atenuar o distanciamento da educação àqueles excluídos socialmente, até mesmo do acesso à escola, a chamada política de ação afirmativa.


			PARA ENTENDER A POLÍTICA DA AÇÃO AFIRMATIVA E A LEI DE COTAS


			Observa-se que as ações afirmativas buscam garantir de forma equitativa o acesso a bens sociais, culturais e econômicos. E elas não se encerram em políticas de cotas, mas podem ser materializadas por meio de isenções de impostos aplicadas às empresas que, no processo de contratação dos funcionários, considerem a importância da diversidade étnico-racial para o desenvolvimento da empresa e, consequentemente, para o desenvolvimento da sociedade.


			As ações afirmativas materializadas em cotas significam reservar um porcentual de vagas em que os candidatos concorrem entre si. Essa modalidade é considerada uma das ações mais importantes nesse âmbito, e sua elaboração remete cuidado para que se preserve o princípio da igualdade, adaptando-a na realidade que a demanda (LOBO, 2013). As cotas, segundo Lobo (2013), podem ser fixas ou flexíveis: a primeira corresponde à reserva de determinado porcentual de vagas específicas, para um específico grupo social. Como exemplo, tem-se a reserva de vagas dos concursos públicos para os portadores de deficiência (Lei n.º 8.112/1990, art. 5º, § 2º); e a segunda corresponde à reserva de um número de vagas específicas para grupos sociais discriminados. No entanto, embora compreendam características diversas, ou seja, além do critério racial, aglutinam-se outras características, como a classe social e a procedência escolar; e, como exemplo, cita-se a Lei n.º 12.711/2012.


			Elas podem ser implementadas, ainda, ao serem utilizadas como critério de desempate, ou seja, em caso de empate, opta-se por um ou outro em razão da sua pertença a determinado grupo social discriminado, viabilizando a pluralidade (LOBO, 2013).


			Outra forma de elaboração pode dar-se por meio de incentivos fiscais, em que “o Estado concederia benefícios fiscais às empresas que adotassem ações afirmativas, incentivando os particulares à concretização da pluralidade pretendida no Estado Democrático” (LOBO, 2013, p. 119).


			O resgate da história e da valorização das populações minoritárias passou a ser reconhecido pela instituição da Lei n.º 9.394/1996 e pela Lei n.º 11.645/2008, que tornou obrigatória a temática História e Cultura Afro-Brasileira e Indígena no currículo da rede de ensino, e a inclusão no calendário escolar da data 20 de novembro como o Dia da Consciência Negra: são formas de ações afirmativas que contribuem com o resgate da autoestima e da autoconfiança das populações negra e indígena.


			Ações como o projeto “A Cor da Cultura”, que reconhece os “heróis” nacionais da raça negra ou outras raças que tiveram importância na história do Brasil; a criação de órgãos governamentais específicos, como a Secretaria Especial de Políticas e Promoção de Igualdade Racial (Seppir) e dos conselhos estaduais voltados para a política de inclusão social de negros também, são consideradas políticas de ação afirmativa.


			Segundo Lobo (2013), a justificativa que norteia as ações afirmativas está atrelada a dois argumentos: o compensatório e o distributivo. No compensatório, as ações são justificadas como forma de compensar as minorias que sofreram discriminação no passado, e que foram herdadas por gerações e gerações, fazendo-se sentir ainda hoje. Caracterizando-se assim como uma “espécie de indenização aos grupos/indivíduos discriminados pelos prejuízos decorrentes da discriminação pretérita” (LOBO, 2013 p. 86).


			Para Souza e Brandalise (2015, p. 192):


			O princípio da justiça compensativa ou compensatória fundamenta a política de cotas, porque busca compensar aqueles sujeitos que foram historicamente excluídos (como os pobres, os negros, as mulheres, os homossexuais etc.) das oportunidades de educação e emprego, assegurando-lhes direitos antes negados.


			No sentido distributivo, voltar-se-ia à distribuição dos bens e recursos da sociedade a todos que a integram de forma justa, ou seja, aos excluídos que foram rechaçados devido à discriminação (LOBO, 2013; GOMES, 2001).


			Dessa maneira, “toda política pública de ações afirmativas incorpora, na sua base ético-política, uma noção de justiça social” (BATISTA, 2015, p. 98), desenvolvida pelo Estado (ou não). Assim, cabe destacar que o Estado, em suas decisões e ações, não emprega a neutralidade. Seus projetos políticos são carregados de ideologias que “penetram as crenças populares, produzindo e reproduzindo determinados modos de pensar e agir na sociedade” (BATISTA, 2015, p. 103-104).


			Essa mesma autora, na reflexão a respeito de Políticas públicas de ações afirmativas para a educação superior, estabelece duas possíveis situações:


			[...] por um lado, se pode opor à questão de que o Estado social é uma alternativa que não elimina os princípios da sociedade capitalista e, como tal, reproduz a cultura e a ideologia política deste sistema; portanto, sem uma mudança estrutural, não haverá justiça social. De outro lado, a renúncia ao Estado social na busca por uma mudança estrutural seria desconsiderar o fato de que existem, no âmbito dos Estados Nacionais, classes e/ou grupos sociais historicamente excluídos do acesso aos bens culturais, econômicos e políticos, com necessidades imediatas. Para esses, a justiça social não pode esperar uma mudança estrutural, é preciso que haja uma intervenção imediata em sua realidade. (BATISTA, 2015, p. 104).


			Posto isso, pode-se observar, corroborando as palavras de Batista (2015), que, na modernidade, têm-se alguns dilemas postos à sociedade na perspectiva da igualdade entre os sujeitos, e percebe-se então que há necessidade de uma ruptura na sociedade a fim de romper com as estruturas sociais que reiteram a exclusão e a desigualdade social entre os seres humanos, e ações urgentes e focalizadas nessa mesma exclusão e desigualdade.


			As políticas de ações afirmativas são instauradas em um contexto social marcado por relações sociais construídas historicamente, “por uma cidadania tutelada”, na qual a inversão na lógica relacional entre cidadão e Estado, “instituindo uma cidadania nacional subserviente ao Estado como se este último não fosse uma criação da própria sociedade” (BATISTA, 2015, p. 112). Dessa forma, considera-se a política de ação afirmativa uma política democrática, por contribuir para o acesso daqueles que não tiveram chances iguais de terem acesso aos bens e serviços, bem como à educação (SOUZA; BRANDALISE, 2015).


			Essas autoras enfatizam que, mais do que democratização, é necessário considerar de forma ampla a igualdade, e com base nesta será possível, por meio da democracia, uma socialização de todas as raças e etnias, gêneros e opções sexuais e religiosas (SOUZA; BRANDALISE, 2015). Ao se falar em política de ações afirmativas, especificamente as cotas, além do direito à igualdade, faz-se necessário garantir o direito à diferença. Cury, então, assevera que:


			A dialética entre o direito à igualdade e o direito à diferença na educação escolar como dever do Estado e o direito do cidadão não é uma relação simples. De um lado, é preciso fazer a defesa da igualdade como princípio da cidadania, da modernidade e do republicanismo. A igualdade é o princípio tanto da não discriminação quanto ela é o foco pelo qual homens lutaram para eliminar os privilégios de sangue, de etnia, de religião ou de crença. Ela é ainda o norte pelo qual as pessoas lutam para ir reduzindo as desigualdades e eliminando as diferenças discriminatórias. Mas isso não é fácil, já que a heterogeneidade é visível, é sensível e imediatamente perceptível, o que não ocorre com a igualdade. Logo, a relação entre a diferença e a heterogeneidade é mais direta e imediata do que a que se estabelece entre a igualdade e a diferença. (CURY, 2002a, p. 255).
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